	Fecha
	21 de julio de 1950
	Sesión número
	43

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ROBERTO R. GÜELL MORA

	Recurrido: DIRECCIÓN DE RADIOS NACIONALES, MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

	Objeto del recurso: El recurrente alega que se le coartó su libertad de expresión al impedírsele una transmisión radial.

	Respuesta del recurrido: La orden de impedir la transmisión se dio a solicitud del Embajador de Honduras, para evitar conflictos internacionales por implicar un hecho ocurrido en ese país. La CP se avocó el conocimiento del recurso por ir dirigido contra un miembro del Poder Ejecutivo.

	Parte dispositiva
	Con lugar (lesión acreditada).


Nº 43
Sesión EXTRAordinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Quirós, Ruiz, Ramírez, Ávila, Sánchez, Monge, Fernández Hernández, Valle, Castillo, Trejos, Acosta y Fernández Porras.

Artículo III
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por ROBERTO RAMÓN GÜELL MORA, quien alega que a pesar de que el artículo 29 de nuestra Carta Política vigente estatuye que todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito y publicarlo sin previa censura, el Director de Radios Nacionales, mediante telegrama circular a los propietarios de estaciones radiofónicas, impidió al recurrente y a un grupo de estudiantes costarricenses que llevaran a cabo el día seis de este mes una transmisión conmemorativa de la masacre de que fue víctima el pueblo hondureño en San Pedro Sula; y que por este motivo no pudo realizarse el acto. Que precisamente en la hermana República de Honduras se permitieron publicaciones alusivas al hecho ocurrido en aquel país, y en las que se empleaban expresiones como las que contiene la publicación que acompaña. Que en consecuencia, la disposición viola el artículo 29 y aún el 28 de la Constitución Política, el cual declara que nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley.
El Director de Radios Nacionales evacuó el informe que le solicitó el Juez Segundo Penal, autoridad que conocía originariamente del recurso, manifestando que efectivamente había impedido la transmisión, pero que procedió en virtud de instrucciones recibidas por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores, en que se invocaba una atenta solicitud del señor Embajador de la República de Honduras.

El señor Subsecretario encargado del Despacho de Relaciones Exteriores informó que, efectivamente, amparado al Reglamento de Radios Nacionales y en el deseo de impedir un conflicto internacional, pidió al Director de Radios Nacionales, en nombre del Gobierno, que impidiera la trasmisión de radio aludida; que no le movió en esa actitud ningún impulso mezquino de interés personal, ni mucho menos deseo alguno de impedir el libre ejercicio de los derechos que concede nuestra Carta Fundamental.

Previa discusión, se resolvió declarar con lugar el recurso interpuesto, y dirigir comunicación al señor Subsecretario encargado del Despacho de Relaciones Exteriores y al señor Director de Radios Nacionales, a fin de que dejen sin efecto la orden de suspensión aludida, con arreglo al artículo 29 de la Constitución Política y artículos 6°, 12, 14 y 15 de la Ley N° 1161 del 2 de junio de este año, y con base en las siguientes razones: que no obstante que la orden dada por el Ministerio de Relaciones Exteriores al Director de Radios Nacionales para que impidiera una trasmisión que iba a efectuarse el seis del mes en curso se fundó en el propósito de evitar posibles dificultades internacionales con un país vecino, pues, según informes de la prensa el objeto de esa trasmisión era ocuparse en cuestiones relacionadas con la política interna de la República de Honduras, ella es contraria al artículo 29 de la Constitución Política de la República, que establece como garantía individual la que consiste en que todas las personas puedan comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura, pero quedando sujetos a responder de los abusos que cometieren en el ejercicio de ese derecho; que con arreglo a ese texto la libertad de palabra no puede ser restringida, aun cuando sea a base de sospechas de que se pudiera hacer mal uso de ella en determinadas circunstancias, pues la única limitación que le impone el mencionado texto, a quien ejerce ese derecho, es la de quedar sujeto a las responsabilidades que establece la ley por los abusos que su amparo pueda cometer. De ahí que no haya fundamento legal para mantener la orden a que se ha hecho referencia.
El Magistrado Iglesias votó en el mismo sentido, en la inteligencia de que esta resolución no contraviene el texto de tratados internacionales, correlativamente a lo dispuesto en el inciso 12, artículo 140 de la Constitución.
